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DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA ACTUACIÓN JUDICIAL / FALTA DE LEGITIMACIÓN POR ACTIVA. “El Juzgado, se dijo, declaró la improcedencia de la acción por cuanto no halló acreditados los requisitos específicos de su procedibilidad frente a providencias judiciales. Anticipa la Sala la impropiedad que surge de esa situación, porque si dio por superados los requisitos generales para la viabilidad de la misma, como en efecto lo hizo, ha debido ocuparse de los específicos, ante cuya inexistencia, lo propio era negar el amparo. Sin embargo, la decisión final será confirmada, por cuanto, a juicio de la Sala, la demandante carece de legitimación para proponer el resguardo. (…) En el presente caso, en la demanda, más allá de que se hace figurar el nombre de María Cecilia Pinilla Pinilla como si fuere ella quien acude directamente a la promoción del libelo (f. 1 a 6, c. 1), que es similar a lo acaecido en el escrito de impugnación (f. 33 a 43, c1), lo cierto es que se advierte con facilidad que quien demanda e interviene en todo el trámite como sujeto activo es Julieth Ximena Hurtado Pinilla, quien hace gala de un poder general que le fue otorgado por aquella, el que, como se dijo, es insuficiente, pues dicho documento no tiene la virtualidad de permitirle el reclamo de la protección de derechos fundamentales ajenos, si bien fue otorgado para asuntos totalmente desligados de los mismos, que son inalienables, inherentes y esenciales al ser humano. Por ello, cualquier intento que se realice para lograr su amparo, cuando se aduce la calidad de apoderado, tiene que estar precedido de un mandato expreso, a menos que se dé alguna de las otras circunstancias señaladas, que en este evento ni siquiera se invocan. (…) Bajo este panorama, no queda alternativa diversa a la de confirmar el fallo de primer grado, pero por los precisos argumentos acá señalados.”. 
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Acta N° 32 de enero 26 de 2017
Procede la Sala a decidir la impugnación contra la sentencia dictada el 22 de noviembre último por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, en la presente acción de tutela promovida por Julieth Ximena Hurtado Pinilla, como apoderada general de María Cecilia Pinilla Pinilla
, frente al Juzgado Tercero Civil Municipal de esta misma ciudad, a la que fue vinculado Álvaro Antonio Palacio Meza.
  



ANTECEDENTES

Con el fin de lograr la protección de los derechos fundamentales al debido proceso y de defensa de los que esta es titular María Cecilia Pinilla Pinilla, Julieth Ximena Hurtado Pinilla, en calidad de apoderada general, promovió la presente acción de tutela frente al Juzgado Tercero Civil Municipal de la ciudad, en la que solicita que se ordene a este despacho judicial, que proceda a notificarla del proceso adelantado en su contra, en la dirección donde reside, esto es, “K 26 74-50 CS 38 ET 3 RAFAEL URIBE”, que le permita ejercer su derecho de defensa y contestar la demanda, de la que no tiene conocimiento, radicada al número “296-2011” y se disponga la suspensión de todo lo actuado en el respectivo proceso.
Expuso, en síntesis, que la señora Pinilla Pinilla es propietaria del bien inmueble ubicado en la “K 26 74-50 CS 38 ET 3 RAFAEL URIBE”; algunos vecinos le han contado que en su contra se adelanta una demanda, de la cual nunca ha sido notificada y fue presentada por una abogada que afirma que ella reside en la calle 26 número 74-50 sector La Isla, Plan de Vivienda Rafael Uribe Uribe, Tercera Etapa, lo que es totalmente falso, porque dicha dirección no existe;  el proceso cursa al parecer en el Juzgado Tercero Civil Municipal de Pereira con el número de radicación “296-2011” y ha tratado de tener acceso al mismo, pero se le ha negado; es una persona de escasos recursos que vive de un arrendamiento como recurso para su mínimo vital; ha estado recibiendo visita de personas extrañas que dicen ser “funcionarios de la ley” y manifiestan que su casa va a ser vendida y que los debe dejar entrar; con la falta de notificación del proceso adelantado en su contra se vulneran los derechos señalados.
Aportó copia de poder general que María Cecilia Pinilla Pinilla confirió a Julieth Ximena Hurtado Pinilla, quien a la postre actúa en este trámite en el extremo activo
El Juzgado de primera instancia admitió la acción y dispuso la vinculación de Álvaro Antonio Palacio Meza, a la vez que ordenó la práctica de una inspección judicial al expediente respectivo. Se pronunció el señor Palacio Meza, quien indicó que el proceso ejecutivo con acción mixta en contra de la accionante se ha surtido conforme a ley, ella tiene representación  judicial y han intervenido en el trámite, la diligencia de secuestro fue atendida por la señora Pinilla Pinilla y ante la petición de que los arrendamientos se le siguieran pagando y no fueran consignados al juzgado como garantía de su mínimo vital, así se procedió. Agregó que tal señora ha adelantado varias solicitudes en aras de dilatar el proceso, como suspensiones y una acción de tutela que le fue negada y confirmada por esta Corporación.

Sobrevino la decisión de primer grado que declaró la “improcedencia” de la acción por cuanto no se halló acreditada la incursión del juzgado en alguno de los defectos específicos que la Corte Constitucional ha delineado para la procedencia de una acción de esta estirpe contra providencias judiciales, y la actora ha contado con las oportunidades legales para controvertir lo pertinente. 

Se alzó la libelista, porque a pesar de haber realizado acuerdos de pago con el señor Palacio Meza y abonos a la obligación, insiste en que no ha sido notificada de la demanda misma; dijo que en la empresa de correo REDEX se le extendió constancia acerca de que la notificación que se le envió no pudo ser entregada por la causal “dirección errada” por cuanto existe una confusión en la nomenclatura informada al Juzgado; agregó que que tampoco se encuentra en el Registro Nacional de Personas Emplazadas; que al abogado supuestamente designado para defender sus intereses nunca le firmó algo, tampoco le brindó copia del proceso y no conoce nada del mismo; que debería hacerse al asunto control de legalidad para verificar lo relacionado con su notificación; que no ha presentado tutela por vías de hecho, lo que quiere es que sea notificada para ejercer su derecho de defensa y, por tanto, solicitó la revocatoria del fallo para que se acceda a las pretensiones ya invocadas.

CONSIDERACIONES

Se pretende con esta acción que se le ordene al Juzgado Tercero Civil Municipal de esta ciudad proceda a notificar a María Cecilia Pinilla Pinilla de la actuación ejecutiva que se adelanta en su contra, con el fin de que pueda ejercer su derecho de defensa y garantizarle un debido proceso, y se disponga, por consiguiente, la suspensión del mismo.

El Juzgado, se dijo, declaró la improcedencia de la acción por cuanto no halló acreditados los requisitos específicos de su procedibilidad frente a providencias judiciales. Anticipa la Sala la impropiedad que surge de esa situación, porque si dio por superados los requisitos generales para la viabilidad de la misma, como en efecto lo hizo, ha debido ocuparse de los específicos, ante cuya inexistencia, lo propio era negar el amparo. 
Sin embargo, la decisión final será confirmada, por cuanto, a juicio de la Sala, la demandante carece de legitimación para proponer el resguardo. 

A este propósito, conviene recordar que además de las causales generales y específicas analizadas por el despacho en la providencia que se revisa, respecto de la acción de tutela frente a decisiones judiciales, una exigencia más para la prosperidad de la misma, es que quien la promueve esté legitimado en la causa, en los términos del artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, de cuya lectura se extracta que tal condición la tiene el directo afectado con la agresión o la amenaza, quien puede actuar a nombre propio; pero también puede hacerlo por medio de un apoderado judicial, en cuyo caso, es menester que le otorgue un poder especial para el asunto, que no se suple con uno especial para otro proceso, o con uno general; o puede ser agenciado oficiosamente por otra persona, siempre que se advierta y se demuestre la imposibilidad de su propia defensa; e incluso puede intervenir en su nombre el Ministerio Público o la Defensoría del Pueblo. En reciente decisión
, recordó la Corte Constitucional que: 

Conforme con lo contemplado en el artículo 10 del Decreto–ley 2591 de 1991, la acción de tutela solo puede ser ejercida por la persona vulnerada o amenazada en sus derechos fundamentales. Ésta puede actuar (i) por sí misma (ii) a través de representante legal, (iii) apoderado judicial (iv) mediante la figura de la agencia oficiosa, cuando el titular de los derechos no está en condiciones de promover la acción constitucional, o (v) a través del Defensor del Pueblo o personero municipal
. 

Este es el primer requisito de procedibilidad de la acción de tutela, que exige que quien solicita el amparo constitucional se encuentre “legitimado en la causa” para presentar la solicitud de protección de sus derechos fundamentales.
En el presente caso, en la demanda, más allá de que se hace figurar el nombre de María Cecilia Pinilla Pinilla como si fuere ella quien acude directamente a la promoción del libelo (f. 1 a 6, c. 1), que es similar a lo acaecido en el escrito de impugnación (f. 33 a 43, c1), lo cierto es que se advierte con facilidad que quien demanda e interviene en todo el trámite como sujeto activo es Julieth Ximena Hurtado Pinilla, quien hace gala de un poder general que le fue otorgado por aquella, el que, como se dijo, es insuficiente, pues dicho documento no tiene la virtualidad de permitirle el reclamo de la protección de derechos fundamentales ajenos, si bien fue otorgado para asuntos totalmente desligados de los mismos, que son inalienables, inherentes y esenciales al ser humano. Por ello, cualquier intento que se realice para lograr su amparo, cuando se aduce la calidad de apoderado, tiene que estar precedido de un mandato expreso, a menos que se dé alguna de las otras circunstancias señaladas, que en este evento ni siquiera se invocan. 

  



Cambiando lo que hay que cambiar, precisó en reciente providencia la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia 
que:
  

“La carencia de la citada personería para iniciar la acción de amparo constitucional, no se suple con la presentación del apoderamiento otorgado para un asunto diferente. La falta de poder especial para adelantar el proceso de tutela por parte de un apoderado judicial, aun cuando tenga poder específico o general en otros asuntos, no lo habilita para ejercer la acción de amparo constitucional a nombre de su mandante y, por lo tanto, en estos casos, la tutela debe ser declarada improcedente ante la falta de legitimación por activa”. 
  



Bajo este panorama, no queda alternativa diversa a la de confirmar el fallo de primer grado, pero por los precisos argumentos acá señalados. 

 



DECISIÓN

Por lo dicho, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA, por las razones aquí expuestas, la sentencia proferida el 22 de noviembre de 2016 por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, en la presente acción de tutela promovida por Julieth Ximena Hurtado Pinilla, como apoderada general de María Cecilia Pinilla Pinilla, frente al Juzgado Tercero Civil Municipal de esta misma ciudad, a la que fue vinculado Álvaro Antonio Palacio Meza.




Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

 



Los Magistrados,

   



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                     DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Así debe entenderse la promoción de la demanda acorde con lo que enseña la foliatura, y habida cuenta de que en primera instancia ninguna advertencia se efectuó sobre el particular.


�  Sentencia T-382 de 2016


� Artículo 10, Decreto 2591 de 1991: “[l]a acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí mismo o a través de representantes. Los poderes se presumirán auténticos. || También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. […] También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales”.


� CSJ, SCC, providencia del 13 de abril de 2016; expediente STC4544-2016; radicación N° 11001-02-03-000-2016-00782-00; M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez








